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Introducción 

 

En México, a partir de la reforma constitucional en materia de 

derechos humanos adoptada en junio de 2011, se ha intentado 

armonizar la construcción teórico-jurídica del Derecho 

Internacional de los Derechos Humanos1 con un aparato 

procesal que no está diseñado para ello. Para intentar cumplir 

con lo anterior, ha sido necesaria la articulación de esfuerzos 

conjuntos de todas las esferas y órdenes de gobierno. No 

obstante, por la naturaleza casuística de los derechos humanos, 

las autoridades no han consensuado la forma aplicar los 

objetivos planteados por la reforma constitucional. 

Ante esta situación, parece necesario que nuestro más alto 

tribunal —como último intérprete de la Constitución— afiance 

criterios orientados a establecer líneas interpretativas 

replicables y sustentables desde el punto de vista lógico-

jurídico.  

Asimismo, esta interpretación no debería ser un esfuerzo 

unilateral de la máxima autoridad jurisdiccional, sino un 

dialogo entre el estado -representado por los poderes judiciales 

 
1Este deseo se puede inferir de la exposición de motivos de la reforma 

constitucional de 2011 documento que puede ser revisado en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/proceso/lxi/117_DOF_10jun1

1.pdf. 
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y legislativos- y la ciudadanía. Lo anterior, con el objetivo de 

que no solo el intérprete quede satisfecho con su entendimiento 

de los derechos, sino que su interpretación pueda ser razonable 

para aquellos sujetos que —como observadores internos o 

externos— son receptores de la misma.2  

Con base en ello, el presente trabajo tiene como propósito 

identificar el impacto que generó el cambio conceptual de 

garantías individuales a derechos humanos y cuáles son los 

elementos con los que la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación valora los conceptos de violación relacionados con 

derechos humanos a raíz de este cambio. 

En específico, el presente trabajo se enfocará en el análisis de 

los casos derivados de contratos civiles y mercantiles.  La 

relevancia de enfocar el estudio del presente trabajo en estos 

asuntos se encuentra principalmente en dos razones:  

I. El fundamento volitivo de este tema permite apreciar 

con mayor claridad la posible disonancia entre la 

argumentación basada en derechos humanos y la 

argumentación tradicional del derecho civil y 

mercantil.  

 
2 Jorge Alejandro Amaya, Control de constitucionalidad, (Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires: 2015, Astrea), 414.  
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II. La relación entre derechos humanos y temas 

contractuales de materia civil y mercantil no ha sido 

estudiada a plenitud. 

Esta tesis parte de la hipótesis de que, a pesar de que la reforma 

de 2011 tuvo un significativo impacto, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación normalmente no justifica el análisis de 

los argumentos basados en derechos humanos en temas 

contractuales; y, aunque exista dicha discusión, esta carece de 

profundidad. Es consecuencia, los criterios no son replicables 

en casos subsecuentes al no establecer elementos, estables e 

identificables, sobre el cual otros órganos jurisdiccionales 

puedan resolver asuntos similares.  

Ahora bien, para verificar la hipótesis propuesta en el presente 

trabajo se expondrán los siguientes cuatro capítulos.  

El primero de ellos presentará el marco teórico necesario para 

identificar cuales son las implicaciones del cambio conceptual 

de garantías individuales a derechos humanos. El segundo 

capítulo, analizará como las decisiones de la primera sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación y sus miembros han 

argumentado los casos a partir de la reforma. Posteriormente, 

en el tercer capítulo, se hará un estudio específico sobre los 

razonamientos de la SCJN cuando se invocan determinados 
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derechos. Finalmente, se hará una recapitulación de los 

hallazgos encontrados. 
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Capítulo I. 

UN CAMBIO CONCEPTUAL = UN CAMBIO ESTRUCTURAL 

El presente apartado tendrá como objetivo visibilizar como el 

cambio conceptual de “garantías individuales a “derechos 

humanos” tuvo importantes consecuencias para el 

constitucionalismo mexicano. Específicamente, esta 

investigación se centra en el impacto de dicho cambio en 

relación con la aplicación de disposiciones constitucionales en 

controversias que se originan en otras ramas del derecho que, 

tradicionalmente, no se consideraban directamente vinculadas 

con temas de constitucionalidad. 

Para estos fines, se analiza en primer lugar la diferencia entre 

el concepto de “garantías individuales” vis-à-vis “derechos 

humanos”, con miras a destacar la amplitud argumentativa que 

éstos últimos han aportado al constitucionalismo mexicano. En 

segundo lugar, se abordan distintas teorías respecto a la 

constitucionalización de los sistemas jurídicos y el efecto 

horizontal de los mismos, en tanto aspectos necesarios para 

comprender el impacto de los derechos humanos en otras 

ramas del derecho. Por último, en este capítulo se avoca a 

examinar la diferencia entre “arbitrio judicial” y 

“arbitrariedad”, en tantos dos conceptos necesarios para 

evaluar la (correcta) actuación de la judicatura, frente a un 
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modelo constitucional que permite amplios márgenes de 

interpretación y construcción normativa.  

1. La importancia del cambio de las garantías 

individuales a los derechos humanos 

En la ciencia jurídica contemporánea existe un consenso sobre 

la necesidad de que los jueces interpreten las normas más allá 

de su estricta literalidad. Este consenso significa el 

reconocimiento de que el trabajo legislativo no puede generar, 

por sí mismo, un sistema normativo que prevea todas las 

posibles circunstancias que se presenten durante la 

convivencia social.3 

Ahora bien, aunque se presente un acuerdo sobre la necesidad 

de los jueces de interpretar, no existe consenso sobre la 

metodología a seguir para alcanzar este fin. En este sentido, 

aunque existan diversas similitudes entre los modelos de 

interpretación presentes en la doctrina, e inclusive la mayoría 

de estos modelos reconocen de manera común algunas formas 

de interpretación (interpretación gramatical, lógica, histórica y 

sistemática), no se tiene claridad sobre el número de formas de 

 
3 Mario Garmendia Arigón, Derecho, Ley, Constitución: del juez “boca de 

la ley” al juez “hermeneuta”, Revista do Tribunal Regional do Trabalho 

da 3a Região, Belo Horizonte, v. 64, n. 98, 45-58. 
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interpretación ni las condiciones en las que se preferiría una 

sobre otra.4    

Así, al existir términos ambiguos los operadores jurídicos se 

ven obligados, en primer lugar, a elegir y justificar el modelo 

de interpretación que usarán para resolver determinados casos. 

Con esas bases, las autoridades jurisdiccionales podrían 

generar criterios que les permitan identificar en qué casos es 

conveniente utilizar un determinado modelo de interpretación. 

Este proceso cobra especial relevancia con el cambio 

conceptual de garantías individuales a derechos humanos. Lo 

anterior, ya que el concepto de garantías individuales restringía 

la interpretación que se podía realizar de las demás normas con 

base en este concepto al vincularlo con cuestiones procesales 

del juicio de amparo. Aunque esta limitación permitía 

materializar las garantías individuales con mayor facilidad, no 

podía superar la desventaja de que, al darles características 

positivistas, se limitaba la posibilidad de ampliar 

argumentativamente el contenido normativo de las garantías5. 

 

 
4 Isabel Lifante Vida, Interpretación Jurídica, en Jorge Luis Fabra Zamora 

y Álvaro Núñez Vaquero (cords.) “Enciclopedia de filosofía y teoría del 

derecho”, (México: 2015, UNAM), 1370-1371. 
5 José Ovalle Favela, "Derechos humanos y garantías constitucionales", 

Boletín Mexicano de Derecho Comparado, Volumen 1, Número 146. 
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Ahora bien, con la llegada reforma constitucional en derechos 

humanos de 2011, el Constituyente Permanente optó por 

abandonar el término de garantías individuales y adoptar la 

terminología de derechos humanos6. Asimismo, se estableció 

la obligación de que todas las autoridades promovieran, 

protegieran, respetaran y garantizaran a estos derechos, 

siempre buscando la mayor protección de las personas.  

A raíz de este cambio, era necesario replantear la forma en que 

se interpretaban las disposiciones constitucionales a partir de 

este nuevo concepto. Lo anterior, ya que aún y cuando la 

reforma constitucional buscaba abandonar el énfasis 

procedimental que preponderaba para incorporar un modelo 

que diera a los derechos un papel protagónico7, lo cierto es que 

lo relevante no era el cambio de discurso por sí mismo, sino 

los alcances prácticos que tendría esta reforma. 

Reconociendo la necesidad de establecer las directrices con las 

que se interpretarían los ahora llamados derechos humanos, la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que “los 

 
6 Diario Oficial de la Federación, Edición del 10/06/2011, Decreto por el 

que se modifica la denominación del Capítulo I del Título Primero y 

reforma diversos artículos de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 
7 Información consultable en la exposición de motivos expuesta durante la 

deliberación de la reforma constitucional de Junio de 2011, consultable en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/proceso/lxi/117_DOF_10jun1

1.pdf 
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derechos humanos, en su conjunto, constituyen el parámetro 

de control de regularidad constitucional, conforme al cual debe 

analizarse la validez de las normas y actos que forman parte 

del orden jurídico mexicano”8. 

En virtud de lo anterior, era necesario que cambiara el rol que 

los jueces habían venido desempeñando en los últimos años. 

Así, los impartidores de justicia debían internalizar los 

principios del nuevo sistema (universalidad, interdependencia, 

indivisibilidad y progresividad) para abandonar la 

interpretación sustentada en silogismos jurídicos y comenzar a 

ser verdaderos garantes de derechos. En otras palabras, los 

juzgadores debían reconocer que los ahora llamados derechos 

humanos no son simples reglas que se pueden cumplir o no, 

sino principios que influyen en todo el sistema jurídico. 

No obstante, aunque es evidente que estos cambios aumentan 

la carga argumentativa que deben cumplir los jueces, también 

abre la oportunidad de que éstos puedan disponer de 

herramientas argumentativas de las que antes estaban 

impedidos. Estas nuevas herramientas argumentativas 

 
8 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Pleno, P./J. 20/2014 (10a.), 

DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN 

LOS TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL 

PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, 

PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN 

EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE ESTAR A LO QUE 

ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL, (México: SCJN, 2014). 
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permitieron a su vez ampliar el contenido normativo de los 

derechos humanos.9 

A fin de explicar como el nuevo diseño constitucional permitía 

una forma nueva de argumentación, se desarrollarán dos de las 

premisas más importantes en las que se basa la reforma 

constitucional: la distinción entre regla y principio, así como 

la constitucionalización del sistema jurídico y como se vincula 

con el efecto horizontal de los derechos humanos.  

2. La distinción entre regla y principio 

Como se había adelantada en el apartado previo, la posibilidad 

de tratar a los derechos humanos como principios y no como 

reglas en sentido estricto (forma en la que se interpretaban las 

garantías individuales) se debe a un cambio conceptual de 

garantías individuales a derechos humanos. 

Durante las discusiones celebradas al marco de la redacción de 

la constitución de 1857 se planteó la relevancia de la inclusión 

de los derechos del hombre en el texto constitucional. Producto 

de estas discusiones, se llegó a la conclusión de que era 

imposible tratar al texto constitucional como un catálogo de 

 
9 Ximena Medellín Urquiaga y Ana Elena Fierro Ferráez, De las garantías 

individuales a los derechos humanos: ¿Existe un cambio de paradigma?, 

(México: 2014, CNDH), 25-77.  
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derechos, ya que los derechos no dependían de un texto, sino 

de la calidad de persona.10  

En consecuencia, las disposiciones normativas que se 

añadieron a la Constitución no fueron concebidas como 

derechos, sino como garantías para proteger otros derechos 

que no podían ser reconocidos legislativamente11. Es decir, las 

garantías individuales eran accesorios a los derechos del 

hombre, pero no eran derechos por sí mismos, por lo que se le 

daba un trato similar al resto de las garantías, incluída su 

calidad como regla. 

Por otro lado, a partir de la reforma en materia de derechos 

humanos, se modificó la concepción jurídica de estas 

disposiciones normativas para que sean reconocidas como 

derechos en sí mismos y, por ende, escapando de las limitantes 

de las reglas. 

Dentro de este debate, Rojas Amandi, citando a Dworking, 

considera que la diferencia entre reglas y principios se deriva 

por la estructura interna con la que se construyen estas 

figuras12.  

 
10 José Ovalle Favela, "Derechos humanos y garantías constitucionales", 

Boletín Mexicano de Derecho Comparado, Volumen 1, Número 146. 
11 Op. Cit. 
12 Víctor Manuel Rojas Amandi, La teoría de Ronald Dworkin y la 

aplicación de los principios generales del derecho en México, Jurídica. 
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Así, las reglas implican un mandamiento prescrito por la 

autoridad mediante el cual se establecen obligaciones futuras 

a personas determinadas, mientras que los principios son 

normas que contienen imperativos de justicia sin que 

impongan obligaciones a personas determinadas13. 

Sobre este punto, la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación ha compartido en cierto grado esta interpretación, 

como se ejemplifica con el siguiente fragmento de sentencia: 

“Estos materiales llamados principios son 

entendidos, de la mano de Robert Alexy, como mandatos de 

optimización que ordenan que algo debe realizarse en la 

mayor medida posible (de acuerdo con las posibilidades 

fácticas y normativas existentes). Este conocido autor 

considera que los derechos constitucionales se traducen, 

precisamente, en principios. Los conflictos entre principios 

(o entre derechos así concebidos) deben resolverse aplicando 

un test de proporcionalidad que, para Alexy, viene a ser una 

especie de meta—principio o, si se quiere, el principio último 

del ordenamiento jurídico.”14 

 
Revista Semestral del Departamento de Derecho de la Universidad 

Iberoamericana, Número 35, págs. 249-250. 
13 Op. Cit. 
14 Suprema Corte de la Justicia de la Nación, Primera Sala, Amparo Directo 

en Revisión 4340/2014, resuelto por unanimidad de cinco votos de los 

señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (quien se reserva el 

derecho a formular voto concurrente), José Ramón Cossío Díaz (Ponente), 

Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga María del Carmen Sánchez Cordero 

Dávila de García Villegas (quien se reserva el derecho a formular voto 

concurrente) y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 



 

13 
 

 

Dicho de otra manera, los derechos humanos- por su carácter 

de principios- exigen que sean interpretados y aplicados 

considerando el fin que persiguen y no por su obligatoriedad 

como normas15. 

3. Constitucionalización de los sistemas jurídicos y la 

eficacia horizontal de los derechos humanos 

El apartado anterior tuvo el objetivo de explicar porqué la 

adopción del concepto de derechos humanos tenía un impacto 

en la forma en que se interpretaban las normas 

constitucionales. Sin embargo, queda pendiente explicar en 

qué casos son invocables estas normas. 

Como se explicó al inicio del presente capítulo, el término de 

garantías individuales estaba estrechamente vinculado con el 

juicio de amparo y, por lo tanto, las disposiciones 

constitucionales normalmente solo se invocaban en este tipo 

de juicios. 

Ahora bien, desde la concepción original de las garantías 

individuales se han presentado dos avances que desvinculan 

las disposiciones normativas constitucionales del juicio de 

amparo: reconocer a la constitución como norma jurídica en 

 
15 Manuel Atienza y Juan Ruiz Manero, Sobre principios y reglas, Doxa. 

Cuadernos de Filosofía del Derecho, número 10, 1991. 
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lugar de documento político y la obligación de todas las 

autoridades de ser garantes de los derechos humanos. 

Sobre el primer punto, Eduardo García de Enterria sostiene 

que el carácter normativo de la constitución se desprende de la 

jurisdicción constitucional. Sin embargo, salvo la expulsión de 

normas, no existe un monopolio de los tribunales 

constitucionales para analizar disposiciones constitucionales, 

sino que pueden invocados por los demás tribunales.  

Este argumento, aunado al hecho de que a partir de la reforma 

constitucional en materia de derechos humanos impuso la 

obligación de que todas las autoridades sean garantes de los 

derechos humanos, nos permite concluir que las disposiciones 

constitucionales no pueden ser aisladas en un único juicio o 

materia, sino que deben de regir en todo el sistema jurídico. 

Sobre este punto, Braga Camazano, interpretando a Rudolph 

Smend, considera que los derechos reconocidos 

constitucionales tienen un ámbito de aplicación único, ya que 

a diferencia del derecho aplicable a otras materias (penal, 

administrativo o civil) el derecho constitucional no es un 

sistema cerrado que regula un objeto específico16. Esto, en 

 
16 Joaquín Brage Camazano, La doctrina de Smend como punto de inflexión 

de la hermenéutica y concepción de los derechos fundamentales por los 

tribunales constitucionales a partir de la segunda posguerra, Revista 

Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional, número 11, enero-

junio 2009, 8. 
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lugar de ser una desventaja, representa una de las 

características definitorias del derecho constitucional, ya que 

cumple con la función de integrar un sistema de valores 

concretos (reconocidos en cierto grado en la constitución) a la 

vida estatal17. 

Este fenómeno se consolida en nuevos conceptos como lo es 

la eficacia horizontal de los derechos humanos. 

Originalmente, las garantías individuales fueron concebidas 

para hacer frente al poder arbitrario de las autoridades 

estatales. Esta función se estableció como consecuencia del 

contexto que se presentó durante el siglo XIX. Es decir, tenía 

como objetivo primordial detener los abusos que se pueden 

presentar en las relaciones jurídicas donde el estado hace uso 

de su imperio18. 

Al respecto, partiendo del trabajo de Ana Poyal Costa y Pedro 

de Vega García, el efecto horizontal de los derechos humanos 

puede justificarse desde dos teorías o posiciones distintas. A 

saber: la eficacia mediata y la eficacia inmediata19. 

 
17 Ibid, 9. 
18 Ignacio Burgoa Orihuela, Las Garantías individuales, (México: 2008, 

Porrúa), 169-171. 
19 Ana Poyal Costa, La eficacia de los derechos humanos frente a terceros, 

Revista de Derecho Político, núm. 34, 1991, 189-221. 



 

16 
 

La teoría de la eficacia mediata sostiene que cualquier derecho 

privado, capaz de afectar la esfera jurídica de otro individuo, 

se trata en realidad de un asunto público. Lo anterior, ya que 

la afectación que realiza el particular encuentra fundamento en 

una serie de mandatos o prohibiciones establecidos por el 

propio Estado20. 

Por otra parte, la teoría de la eficacia inmediata sostiene que 

los derechos humanos son derechos reconocidos para todas las 

personas sin mayor limitante que otros derechos. Por lo tanto, 

no existiría un fundamento jurídico para hacer una distinción 

entre el poder público y el poder privado21. 

Ahora bien, aunque sea posible distinguir teóricamente entre 

ambas esto no significa que se pueda aplicar una u otra teoría 

dependiendo del caso en cuestión. Esto se debe a que la 

discusión sobre la forma en que se debe de aplicar el concepto 

de horizontalidad de los derechos humanos dentro de un 

sistema normativo (directa o indirecta) permite entender las 

 
20 Op. Cit. 
21 Pedro de Vega García, La eficacia frente a particulares de los derechos 

fundamentales (la problemática de la Drittwirkung der Grundrechte), 

Pensamiento Constitucional, Año IX, Número 9, 41. 
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bajo qué condiciones o presupuestos se pueden exigir los 

derechos22. 

En este sentido, los jueces se encuentran en la libertad de 

formular los argumentos que consideren necesarios para 

implementar las teorías que mejor se adapten, a su 

consideración, a la finalidad de los derechos que se analizan. 

Ahora bien, esto supone un aumento en la carga argumentativa 

que los jueces deben superar. 

4. Entre el arbitrio y la arbitrariedad 

Todas las autoridades jurisdiccionales tienen la facultad de 

tomar decisiones considerando su arbitrio, el cual es definido 

como “la capacidad de servirse de un criterio personal cuando 

la ley a interpretar es obscura o no se puede comprender su 

propósito”.23 Sin embargo, el uso excesivo de esta 

herramienta, especialmente cuando no se realiza una debida 

fundamentación y motivación para sustentar la decisión a la 

que se pretende llegar, puede caer en una arbitrariedad e, 

inclusive, puede desnaturalizar los argumentos con los que se 

pretendía llegar a esa conclusión.  

 
22 Francois du Bois, Contractual Obligation and the Journey from Natural 

Law to Constitutional Law, University of Leicester School of Law 

Research Paper No. 15-13. 
23 Pablo Bergas, d, 2 Rev. Jur. U.P.R. (1932) pag. 10. 
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Este problema es especialmente preocupante al desarrollar 

argumentos con base en un discurso de derechos humanos ya 

que, por su naturaleza abstracta, es relativamente sencillo 

banalizar su mensaje o generar una proliferación de derechos 

indebidamente clasificados como derechos humanos.24 Tal 

como sugiere Richard Posner, es claro que los jueces no 

pueden decidir únicamente de acuerdo a sus convicciones, sino 

que debe existir un equilibrio entre las disposiciones 

establecidas en la ley con el fin de asegurar un estándar de 

seguridad jurídica, en conjunción con la facultad del juez de 

interpretar las normas para solucionar los conflictos sociales 

que se presentan.25  

Así, la potestad que tienen los jueces para decidir con 

base en una interpretación propia, se puede dividir en dos 

clasificaciones. Por un lado, se encuentra el arbitrio judicial 

consistente en que el juzgador, respetando los límites 

establecidos dentro de la misma norma o utilizando principios 

generales del derecho, interpreta una norma para ampliar o 

limitar su contenido. Por otro lado, la arbitrariedad, la cual 

acontece cuando el juez aplica su arbitrio; pero, de una manera 

 
24 Julia Barragán, Qué significa tomar los derechos humanos en serio, 

Télos. Revista Iberoamericana de Estudios Utilitaristas, vol. X, número 1, 

79-88. 
25 Richard A. Posner, Como deciden los jueces, (Madrid: 2011, Marcial 

Pons), 95-105. 
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contraria al derecho, o sin respetar los límites establecidos por 

la ley26.  

Por lo que hace al arbitrio judicial, se pueden 

identificar dos subclasificaciones: el activismo judicial 

(judicial activism) y la moderación judicial de los jueces 

(judicial restraint)27. Ambas categorías, de acuerdo con 

Aharon Barak, nacen del ejercicio legítimo de la potestad 

decisoria de los jueces. Mientras que el activismo judicial es la 

tendencia judicial, consciente o inconsciente, de buscar un 

equilibrio entre valores sociales en pugna a través de la 

creación o la reinterpretación del derecho aplicable, la 

moderación judicial propone que dicho equilibrio debe 

lograrse con base en la preservación del derecho.28 Es 

necesario aclarar que estas clasificaciones no tienen una 

relación directa con posturas ideológicas o políticas. Más bien, 

se trata de una manera en que los jueces defienden derechos.29 

Mediante el uso de estas herramientas, un juez puede 

efectivamente ampliar el ámbito de protección de un derecho 

o, por el contrario, limitarlo. De tal forma, el elemento 

definitorio —para determinar si el razonamiento judicial es un 

 
26 Op. Cit. 
27 Aharon Barak, The judge in democracy, (Nueva Jersey: 2008, Princeton 

University Press), 263-272. 
28 Op. Cit. 
29 Op. Cit. 
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ejercicio de arbitrio o de arbitrariedad— dependerá de la 

capacidad argumentativa del juez.  

Por otro lado, la arbitrariedad judicial no es susceptible 

de ser subclasificada. Ello se debe a la enorme cantidad de 

formas en las que una sentencia puede ser contraria a derecho. 

Ahora bien, aunque pudiera parecer sencillo establecer una 

línea entre el arbitrio y la arbitrariedad, al elaborar un 

argumento basado en derechos humanos la línea puede ser 

difusa. Especialmente si se considera que una de las 

principales ventajas del cambio conceptual de garantías 

individuales a derechos humanos era poder ampliar el 

contenido normativo de un derecho. 

En este sentido, la principal herramienta de la que se deben 

valer los jueces al elaborar un argumento basado en derechos 

humanos es la motivación de sus sentencias. A diferencia del 

periodo de la Ilustración, actualmente no es posible ver la 

sentencia de un juez como el mero producto de una ley.30 No 

es coincidencia de que a partir del reconocimiento de los 

derechos como principios se hayan implementado formas más 

complejas de argumentación como la interpretación conforme 

o el test de proporcionalidad. 

 
30 Alejandro Nieto García, El arbitrio judicial, (Madrid: 2000, Ariel 

Derecho), 212-220. 
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Lo anterior no significa, claro está, que un juez este obligado 

a emitir sus decisiones en un estado de completa objetividad, 

ya que por la propia naturaleza humana del juez es imposible 

aislar todos los factores que podrían afectar un resultado31. 

Esta carga argumentativa aumentara en relación a la semejanza 

que tenga su decisión con el imaginario de una decisión 

correcta. 

En consecuencia, en los casos en donde típicamente no se 

espere o justifique la necesidad de usar una argumentación con 

base en derechos humanos, ya sea por la naturaleza del asunto 

o las pretensiones que se hacen valer, las autoridades 

jurisdiccionales se ven en la necesidad de reforzar la 

argumentación que elaboran en sus decisiones. De lo contrario, 

se corre el riesgo de caer en arbitrariedad., 

5. La lejanía del derecho civil 

A diferencia de otras ramas del derecho, la materia civil no es 

asociada usualmente con los derechos humanos, 

especialmente la materia contractual. Esto se debe a que el 

derecho civil es una rama que se ha consolidado en un plazo 

mucho más extenso que otras ramas, por lo que normalmente 

 
31 Lee Epstein et al., The behavior of Federal Judges: a Theoretical and 

empirical study of rational choice, (Londres: 2013, Harvard University 

Press), 38. 
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solamente necesita sus reglas de interpretación para resolver 

los casos que se presentan.  

De acuerdo con Borja Soriano, respecto de la 

argumentación e interpretación jurídica del derecho 

contractual, destacan tres formas de análisis. La primera forma 

de interpretación, conocida como el método clásico, dicta que 

la interpretación debe hacerse con el mayor apego posible a la 

ley y, en caso de duda, solo se admitirá una interpretación 

gramatical. El segundo método de interpretación proveniente 

de la escuela histórica, misma que pretendía que la 

interpretación del derecho tuviera como objeto solucionar 

problemas sociales actuales. Por último, el tercer método de 

interpretación —el de la escuela científica— aseguraba que la 

interpretación de la norma variaba en tiempo y el juez, 

buscando la intención de los legisladores, podía transmitirla.32 

Como se puede apreciar, la argumentación en el 

derecho civil no coincide con la argumentación común en los 

casos de derechos humanos. En concreto, existen tres 

elementos que dificultan una forma de interpretación 

coherente. 

• La naturaleza volitiva de la materia contractual 

se contrapone con la obligatoriedad y 

 
32 Manuel Borja Soriano, Teoría General de las Obligaciones, (México: 

2014, Porrúa), 32-43. 
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oponibilidad de los temas basados en derechos 

humanos. 

• En la mayoría de los casos, un silogismo 

jurídico es suficiente para resolver. 

• En la materia contractual, tiene un valor 

especialmente relevante la predictibilidad de 

las decisiones, por lo que es difícil ampliar 

contenidos normativos. 

Esto se traduce en una mayor exigencia argumentativa si se 

planea introducir argumentos basados en derechos humanos en 

temas puramente contractuales. 

Por lo anterior, se procederá a realizar un análisis de los 

argumentos presentados y analizados en sentencias de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación para determinar el 

nivel de justificación en una sentencia,  
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CAPÍTULO II 

LAS SENTENCIAS A PARTIR DE LA REFORMA 

A partir de la reforma constitucional de 1994, la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, adquirió un doble cariz: el de 

corte suprema, y el de tribunal de constitucionalidad. 

Como Corte Suprema, la SCJN no se diferencia mucho 

de los tribunales inferiores: como ellos, la Corte también 

analiza los conflictos que se le presentan, enfocándose en 

asuntos de mera legalidad. Aquí, si bien es posible que exista 

arbitrariedad —por el carácter subjetivo propio de las 

funciones de los jueces— es necesario ser deferentes al criterio 

de los ministros del Alto Tribunal pues, de lo contrario, sería 

imposible ejecutar las resoluciones de los jueces —en tanto 

siempre estaría en tela de duda la racionalidad por la que 

emitieron una resolución. 

Por otro lado, como tribunal constitucional, la Corte 

tiene principalmente dos funciones: la primera, resolver los 

conflictos que se generan por la distribución de poder y 

competencias: en esta labor; en general, la SCJN no ha tenido 

mayor inconveniente, y ha logrado establecer una doctrina 

razonablemente sólida, desde 1994 hasta la fecha. La segunda 

función, y la más compleja, consiste en ser el máximo garante 

judicial de los derechos reconocidos en el parámetro de 

regularidad constitucional, con la capacidad de establecer 
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criterios que sean aplicables a las disposiciones normativas 

más abstractas contenidas en nuestra Constitución.33 

Así, para lograr la segunda función —de tribunal 

constitucional— es necesario que la SCJN realice un ejercicio 

de argumentación superior al que sería necesario para resolver 

conflictos de mera legalidad. Esto, porque los jueces 

constitucionales al construir auténtico derecho constitucional, 

mediante sus resoluciones, deben de asegurarse de que exista 

una argumentación sólida que permita vincular distintas 

resoluciones de manera relativamente clara. 

Ahora bien, podemos observar que el argumento 

central del presente capítulo —hasta este momento— consiste 

en que las ramas de derecho contractual y los derechos 

humanos no son excluyentes y, por el contrario, pueden y 

deben de interrelacionarse cuando los hechos así lo ameriten. 

Sin embargo, para determinar en qué momento y cómo se 

relacionan, es necesaria la intervención de los jueces. Ellos 

deben realizar un delicado ejercicio argumentativo —en uso 

de su potestad decisoria— en sus resoluciones para evitar caer 

en un supuesto de arbitrariedad. Esta obligación aplica incluso 

a los tribunales cúspides de los sistemas normativos y, en el 

caso mexicano, cuando se trata del desarrollo de derechos 

 
33 Ana Laura Magaloni Kerpel, ¿Por qué la Suprema Corte no ha sido un 

instrumento para la defensa de derechos fundamentales?, (Ciudad de 

México: 2007, CIDE), 1-8. 
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humanos contenidos en la Constitución, la obligación debería 

de tener una grada de complejidad argumentativa más elevada. 

Sobre ello, como ya se ha mencionado, es claro que 

existe una delgada línea entre la arbitrariedad y la potestad 

decisoria (también conocida como el arbitrio judicial). Para 

poder determinar si un tribunal ha caído en uno u otro supuesto 

—en lo referente a los resolutivos que declaran la inoperancia 

de los argumentos de derechos humanos en un marco 

contractual— es necesario analizar cómo ha argumentado en 

sus fallos. Con dicho objetivo, y partiendo del hecho de que la 

reforma constitucional de derechos humanos de 2011 también 

representó un cambio de época jurisprudencial, el presente 

trabajo analizará todas las decisiones en materia contractual de 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

—en donde se hagan valer argumentos relativos a derechos 

humanos— desde junio de 2011, y hasta junio de 2017. 

Metodología 

Como ya se señaló en el apartado introductorio de este trabajo, 

para el estudio de las sentencias, se hizo un análisis de 

contenidos cualitativo —cuyo resultado se buscó plasmar en 

una base de datos, en donde se tomaron consideración los 

siguientes criterios: 

• Para crear el universo de sentencias a analizar se utilizó el 

buscador de la propia Suprema Corte, en el que se 
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introdujo la palabra clave “contratos”; en dicha búsqueda, 

los resultados se limitaron a asuntos de Amparo Directo 

(AD) y Amparo Directo en Revisión (ADR) en materia 

civil y mercantil, por parte de la Primera Sala.  Esto es así, 

ya que la Suprema Corte de Justicia de la Nación es el 

órgano que tiene la posibilidad de establecer criterios 

hacía el resto del poder judicial y, de acuerdo con el 

modelo de funcionamiento interno de la Corte, es la 

Primera Sala la encargada de conocer de los asuntos en 

materia civil y mercantil.  Asimismo, en el AD y el ADR 

son los medios idóneos para presentar argumentos 

vinculados con derechos humanos en un tema contractual.  

• La búsqueda de sentencias se encuentra limitada en el 

tiempo con sentencias cuya fecha de resolución se da en 

junio de 2011, y hasta junio de 2017.  

• Cabe mencionar que, en tanto la Primera Sala de la SCJN 

es un órgano colegiado, es necesario vincular las 

sentencias emitidas por este órgano con el ministro 

ponente y el secretario proyectista, para dar una visión lo 

más completa posible.  

• Asimismo, es pertinente aclarar que no serán objeto de 

análisis todas las sentencias que sean derivadas de un 

juicio en materia contractual, sino solamente aquellas 



 

28 
 

donde los argumentos versen sobre el contrato en sí 

mismo.  

• En este sentido, para facilitar el análisis de la información 

recabada se seguirá, para cada uno de los ministros 

integrantes de la Primera Sala, el siguiente orden: 1) Se 

presentará una tabla informativa que resuma la 

información recopilada; 2) Se expondrá, con una tabla, los 

argumentos o criterios desarrollados por el ministro 

respectivo, con los que analizaron los conceptos de 

violación relacionados con afectaciones a los derechos 

humanos que hayan sido presentados por los quejosos; y 

3) Se analizarán, con base a la información obtenida en las 

dos tablas anteriores, los criterios y los argumentos 

presentados por el ministro. 

Ministra ponente: Olga María del Carmen Sánchez Cordero 

Dávila de García Villegas  

MINISTRA SÁNCHEZ CORDERO 

Amparo Directo 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

6 2 4 

Secretarios proyectistas 

• Constanza Torta San Román 
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• Rosalía Argumosa López 

Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución  

33/2011  14 y 16 Ampara  

2/2012 14 y 16 Ampara 

58/2012 14 y 16 Ampara 

59/2012 14, 16 y 17 Ampara 

3/2013 N/A Devuelven los 

autos 

43/2013 14 y 16 Ampara 

Amparo Directo en Revisión 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

6 5 1 

Secretarios proyectistas 

• Constanza Tort San Román 

• Rosalía Argumosa López 

• Jorge Roberto Ordoñez Escobar 

• Octavio Joel Flores Díaz 

• Francisco Octavio Escudero Contreras 

• Ignacio Valdés Barreiro 

• Samara Ivonne Sabin Mejía 
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Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución 

241/2013 1, 14, 16 y 17 Desecha el 

recurso 

2346/2013 1, 5, 8, 14, 16, 17 

23, 103 y 107 

Niega el amparo 

2943/2013 1, 4, 14 y 16 Desecha el 

recurso 

2368/2014 1 Desecha el 

recurso 

2428/2014 21 de la CADH Desecha el 

recurso 

2025/2014 31 inciso 2 de la 

CADH, 6 del 

PIDESC y el 7 

inciso d del 

protocolo de San 

Salvador 

Niega el amparo 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

En la tabla presentada se pueden apreciar las distintas 

resoluciones que la Ministra Sánchez Cordero realizó, en las 

cuáles se invocaron derechos humanos en temas contractuales. 

Cabe mencionar que, a pesar de que los artículos 14, 16 y 17 
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de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

contienen derechos humanos de suma relevancia, en este 

apartado no se analizaran por tratarse de argumentos de mera 

legalidad.  

En este sentido, ¿cuáles fueron los criterios utilizados por la 

Ministra, para analizar los argumentos de violaciones a sus 

derechos humanos (más allá de violaciones a los artículos 14, 

16 y 17 de la CPEUM)? 

Expediente  Derecho 

argumentado 

Argumentos de la 

corte 

A.D.R. 

241/2013 

1°: El quejoso a pesar 

de invocar el artículo 

1º, que nos da pauta a 

creer que planteara 

un argumento con 

base en una lógica de 

derechos humanos, 

se limita a invocar el 

artículo 1º sin 

vincularlo a un 

argumento 

La ministra Cordero 

desecha el recurso 

debido a que repetir 

los conceptos de 

violación no cumple 

con los criterios de 

importancia y 

trascendencia que 

exige la Ley de 

Amparo. 

A.D.R. 

2346/2013 

5°: El quejoso 

argumenta que este 

La ministra Cordero 

sentencia que no fue 
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se viola, ya que, al no 

darse la retribución 

de su trabajo de 

acuerdo a lo pactado, 

se le priva del fruto 

de su trabajo. 

8° y 23°: el quejoso 

sólo los mencionó 

sin vincularlos a un 

argumento. 

cuestión de la litis la 

interpretación del 

artículo 5° y, por lo 

tanto, niega el 

amparo. 

A.D.R. 

2943/2013 

1° y 4°: el quejoso 

dice que se viola el 

principio de igualdad 

ya que, al solamente 

favorecer a las 

parejas casadas y dar 

un cambio procesal 

en torno a las 

donaciones, se 

discriminan a otros 

tipos de familias 

como el concubinato. 

La ministra Cordero 

afirma que no basta 

con invocar 

derechos humanos, 

sino que se debe 

demostrar porque la 

legislación local es 

inconstitucional por 

lo que desecha el 

recurso. 

A.D.R. 

2368/2013 

1°: El quejoso 

argumenta que el 

La ministra Cordero 

señala que, 
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principio pro 

hominem debe operar 

en su beneficio por 

que no solamente es 

un criterio para 

elección de normas, 

sino que debe regir 

todo el sistema. 

solamente referir el 

artículo 1º y el 

principio pro 

hominem, no 

permite reconocer 

un agravio por lo 

que desecha el 

recurso. 

A.D.R. 

2428/2014 

21° de la CADH: la 

condena viola este 

artículo porque 

representa una 

explotación del 

hombre. 

La ministra Cordero 

afirma que al no 

haber presentado 

desde la demanda de 

amparo la violación 

al 21 de la CADH, el 

quejoso pierde el 

momento procesal 

para hacerlo. 

A.D.R. 

3025/2014 

31 inciso 2 de la 

CADH, 6 del 

PIDESC y el 7 inciso 

d del protocolo de 

San Salvador: el 

quejoso argumentó 

que no hizo una 

La ministra Cordero 

afirma que el 

colegiado sí analizó 

los artículos 

invocados y, por lo 

tanto, niega el 

amparo. 
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interpretación de los 

derechos de bien 

común y de plena 

eficacia en el 

empleo. 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

Vemos que en las sentencias de la ministra Olga Sánchez 

Cordero podemos identificar dos elementos claros. Por un 

lado, tenemos una serie de litigantes que —en materia 

contractual— únicamente utilizan el amparo como un recurso 

de mera legalidad y, cuando es necesario realizar un 

argumento de constitucionalidad, no conocen la manera de 

invocar derechos humanos en un conflicto, de manera que la 

litis pueda versar, efectivamente, sobre la protección de 

derechos.  

Por otro lado, la ponencia de la ministra Cordero no 

hace ninguna diferencia de trato entre los argumentos de mera 

legalidad y los basados en derechos humanos, sus decisiones 

demuestran un ejercicio de moderación judicial. 
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Ministro Ponente José Ramón Cossío Díaz 

MINISTRO COSSÍO 

Amparo Directo 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

5 3 2 

Secretarios proyectistas 

• Rodrigo Montes de Oca Arboleya  

• Mónica Cacho Maldonado 

• Mireya Meléndez Almaraz. 

Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución  

28/2013 14 y 16 Ampara  

33/2014 14,16, 17 y 28 Ampara 

57/2014 1, 14, 16 ,17 de 

la CPEUM 7 y 8 

de la DUDH y 24 

y 25 de la CADH 

Ampara 

58/2014 1, 14, 16, 17 y 28 

de la CPEUM 1, 

2, 8.1, 11.3, 24, 

25.1 y 26 de la 

CADH y 2, 3, 5, 

Ampara 
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14, 17 y 26 del 

PIDCP 

66/2014 14 y 16 Ampara  

Amparo Directo en Revisión 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

9 5 4 

Secretarios proyectistas 

• Teresita del Niño Jesús Lucía Segovia 

• Mireya Meléndez Almaraz 

• Mónica Cacho Maldonado 

Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución 

1615/2012 14, 16 y 17 Niega el amparo 

3398/2012 1, 3, 4 y 133 Desecha el 

recurso 

776/2013 14, 16 y 17 Niega el amparo 

991/2014 1 y 23 de la 

CPEUM y 8.1 de 

la CADH 

Ampara  

532/2015 4 de la CPEUM y 

21.3 de la CADH 

Desecha el 

recurso 
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1636/2015 1 de la CPEUM y 

21.3 de la CADH  

Desecha el 

recurso 

1722/2015 1, 4, 14 y 123  Desecha el 

recurso 

5733/2015 1 y 5 Niega el amparo 

2169/2016 1, 14, 16 y 17 de 

la CPEUM 8.1 y 

21.3 de la CADH 

Desecha el 

recurso 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

De la misma manera se explicará cuáles fueron los 

razonamientos que utilizaron los quejosos y la ponencia del 

Ministro Cossío en los argumentos de fondo. 

Expediente  Derecho 

argumentado 

Argumentos de la 

corte 

A.D  

57/2014 

1° de la CPEUM y 

24, 25 de la CADH: 

Los quejosos 

alegan que se les 

deja en un estado 

de indefensión ya 

que no cuentan con 

un recurso efectivo. 

El ministro Cossío 

argumenta que los 

quejosos no 

contravinieron los 

argumentos del 

tribunal de alzada y, 

por ende, sus 

argumentos no son 

operantes. 
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A.D. 

58/2014 

1, 14, 16, 17 y 28 

de la CPEUM 1, 2, 

8.1, 11.3, 24, 25.1 y 

26 de la CADH y 2, 

3, 5, 14, 17 y 26 del 

PIDCP  

Únicamente se 

mencionan, pero no 

se vinculan a un 

argumento. 

El ministro Cossío 

resuelve el caso sin 

vincularlo a algún 

derecho, sino 

revisando 

directamente como 

tribunal de alzada 

A.D.R. 

3398/2012 

3°: terminar un 

contrato de 

arrendamiento que 

tiene como objeto 

servir de institución 

educativa, afecta el 

derecho de sus 

alumnos a la 

educación. 

El ministro Cossío 

argumenta que al no 

buscar la 

inconstitucionalidad 

de leyes generales o 

contravenir una 

interpretación directa 

de algún precepto 

constitucional, se 

desecha el recurso de 

revisión. 

A.D.R. 

991/2014 

1° y 23°: El 

quejoso argumenta 

que al condenar al 

El ministro Cossío 

argumenta que no era 

necesario mencionar 
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doble pago del 

principal en un 

contrato de mutuo 

se está imponiendo 

una doble pena. 

el artículo 1° cuando 

el 23° claramente 

contenía el supuesto 

y, efectivamente, se 

violentaron estos 

artículos. 

A.D.R. 

532/2015 

4°: establecer 

intereses 

capitalizados es una 

violación al 

derecho a la 

vivienda cuando se 

trata de una 

garantía 

hipotecaria.  

21.3: Se alega que 

el tribunal 

colegiado no 

analizó los 

conceptos relativos 

a este artículo. 

El ministro. Cossío 

determina que no se 

analizan temas 

propiamente 

constitucionales, sino 

que se tratan de 

aspectos de mera 

legalidad. 

 

A.D.R. 

1636/2015 

1 de la CPEUM y 

21.3 de la CADH: 

el interés que le 

El ministro Cossío 

afirma que no se 

cumplen con los 
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pretenden adjudicar 

a la quejosa es 10 

veces superior al 

interés legal y cae 

en el supuesto de 

usura. 

requisitos de 

procedencia y se 

desecha el recurso. 

A.D.R. 

1722/2015 

1°, 5° y 123°: El 

quejoso argumenta 

que no se le pueden 

privar los frutos de 

su trabajo, más aún 

cuando una 

sentencia así se los 

reconoce. 

El ministro Cossío 

argumenta que por 

ser cuestiones de 

mera legalidad no 

cumplen con los 

requisitos. 

A.D.R. 

5733/2015 

1° y 5°: La quejosa 

argumenta que al 

exigir título 

profesional para 

ejercitar la acción 

derivada del 

contrato de 

prestación de 

servicios 

profesionales se 

El ministro Cossío 

argumenta que la ley 

de profesiones 

establece límites a la 

libertad de trabajo y 

actuar fuera de ella 

no está protegido por 

la constitución. 
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violenta el derecho 

a la libertad de 

trabajo. 

A.D.R. 

2169/2016 

21.3 de la CADH: 

el interés que se les 

pretende adjudicar 

al quejoso es 

usurario y debe ser 

prohibido bajo el 

amparo de este 

artículo. 

El ministro Cossío 

resuelve que invocar 

jurisprudencias sigue 

siendo un asunto de 

mera legalidad y 

procede a desechar el 

recurso. 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

De las resoluciones del Ministro José Ramón Cossío Díaz se 

puede apreciar, por un lado, una evolución en los argumentos 

de los litigantes: a pesar de haber adquirido las habilidades de 

vincular derechos específicos a casos concretos, éstos siguen 

siendo bastante limitados. Por parte de la ponencia, a pesar de 

no mostrar el nivel de moderación de la Ministra Sánchez 

Cordero —por la forma de redacción de sus mismas preguntas, 

que traduce las peticiones del quejoso en preguntas 

constitucionales— no queda claro si realmente responde a 

todas las peticiones de los quejosos. 

Ministro ponente Alfredo Gutiérrez Ortiz-Mena 
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MINISTRO ORTIZ MENA 

Amparo Directo 

Total de casos 

analizados 

civil Mercantil 

2 2 0 

Secretarios proyectistas 

• Arturo Meza Chávez  

• Cecilia Armengol Alonso 

Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución  

35/2013 Los derechos 

humanos y sus 

garantías 

Ampara p/efectos  

3/2014 14 y 16 Ampara 

Amparo Directo en Revisión 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

2 2 0 

Secretarios proyectistas 

• Alejandro Castañeda Bonfil 

• María del Rosario Barbosa Orozco 
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Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución 

2084/2015 5, 14, 16, 103 y 

107 

Desecha el 

recurso 

777/2016 1 de la CPEUM y 

21.3 de la CADH 

Desecha el 

recurso 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

Siguiendo el formato ya establecido, analizaremos los agravios 

de los quejosos, cuando aparenten ser de fondo y la respuesta 

de la ponencia del ministro Ortiz Mena. 

Expediente  Derecho 

argumentado 

Argumentos de la 

corte 

A.D  

35/2013 

“Los derechos 

humanos y sus 

garantías” La quejosa 

argumenta que se 

violan sus derechos 

humanos al 

condenarla al pago de 

una deuda sin 

pruebas. 

El M. Ortiz 

argumenta que en 

suplencia de la 

queja se le 

concede el amparo 

porque se le dejo 

en estado de 

indefensión. 

A.D.R. 

2084/2015 

5°: El quejoso 

argumenta que no se 

El M. Ortiz declara 

que al no existir un 
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le puede privar del 

fruto de su trabajo en 

un contrato de 

servicios 

profesionales aún sin 

el título profesional. 

criterio de 

importancia y 

trascendencia 

desecha el recurso 

A.D.R. 

777/2016 

1°: El quejoso 

argumenta que es 

discriminado porque 

se le otorgan tasas de 

interés más altas que 

a las demás personas. 

21.3 de la CADH: si 

se hubiera 

interpretado de 

manera conforme a 

los diversos tratados 

se hubiera 

beneficiado a su 

persona. 

El M. Ortiz 

argumenta que no 

se cumplen con los 

requisitos de 

procedencia y es 

rechazado el 

recurso. 

 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

Aunque sea una muestra limitada, las resoluciones del 

Ministro Gutiérrez Ortiz Mena se identifican por no realizar un 

análisis de los argumentos planteadas por los recurrentes.  
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Es difícil concluir si se trata de un ejercicio de moderación 

judicial, o si la carencia de respuesta de esta autoridad 

jurisdiccional representa arbitrariedad por negarse a contestar 

preguntas constitucionales. 

Ministro ponente Jorge Mario Pardo Rebolledo 

MINISTRO PARDO 

Amparo Directo 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

5 5 0 

Secretarios proyectistas 

• Mercedes Verónica Sánchez Miguez  

• Laura Patricia Román Silva 

• Jorge Arriaga Chan Temblador 

Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución  

36/2014 14 y 16 Niega el amparo 

37/2014 1, 14,16 y 17 Niega el amparo 

38/2014 1, 14, 16 y 133 

de la CPEUM  y 

8, 10 y 15 CADH 

Niega el amparo 

11/2015 1, 14 y 17 Niega el amparo 

5/2017 1,14 y 16 Sobresee   
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Amparo Directo en Revisión 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

8 5 3 

Secretarios proyectistas 

• Rosa María Rojas Vértiz Contreras 

• Alejandro Castañón Ramírez  

• Mercedes Verónica Sánchez Miguez  

Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución 

2281/2012 4 Ampara 

2315/2012 17 Desecha el 

Recurso 

1048/2013 1 de la CPEUM y 

21.3 de la CADH 

Niega el amparo  

2441/2014 1 y 4 de la 

CPEUM y 11.1 

del PIDESC 

 Ampara 

2536/2014 1, 133 de la 

CPEUM y 21 de 

la CADH 

Desecha el 

recurso 

4793/2014 4 de la CPEUM y 

11.1 del PIDESC 

Niega el amparo 
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5456/2014  1, 4, 14 y 16 de 

la CPEUM 25 y 

28 de la DUDH 

Niega el amparo 

1797/2016 21.3 y 25 de la 

CADH 

Desecha el 

recurso 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

A continuación analizaremos los argumentos de los quejosos 

y de la poencia del ministro Pardo respecto al fondo. 

Expediente  Derecho 

argumentado 

Argumentos de la 

corte 

A.D.  

36/2014 

1°: solamente lo 

anuncian, pero no lo 

vinculan a un 

argumento. 

El ministro Pardo no 

hace 

pronunciamiento 

referente al artículo 

1° 

A.D. 

37/2014 

1°:, 25 y 28 

solamente lo 

anuncian, pero no lo 

vinculan a un 

argumento. 

El ministro Pardo no 

hace 

pronunciamiento 

referente a los 

artículos. 

A.D. 

38/2014 

1°: solamente lo 

anuncian, pero no lo 

El ministro Pardo no 

hace 

pronunciamiento 
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vinculan a un 

argumento. 

referente al artículo 

1°. 

A.D. 

11/2015 

1°: solamente lo 

anuncian, pero no lo 

vinculan a un 

argumento. 

El ministro Pardo 

realiza un análisis 

minucioso de las 

prestaciones del 

quejoso, por ser 

autodenominado 

indígena, y explica 

porque las 

cuestiones de fondo 

no ameritan el 

amparo. 

A.D.R. 

2281/2012 

4°: El quejoso alega 

que se debe de 

proteger los 

derechos adquiridos 

bajo la norma 

anterior, referentes a 

las disposiciones 

que aplican a la 

sociedad conyugal. 

El ministro Pardo 

afirma que, 

efectivamente, el 

derecho contenido 

en el artículo 4° no 

puede ser mermado 

por meras leyes 

procedimentales. 

A.D.R. 

1048/2013 

21.3°: El quejoso no 

hace un vínculo 

El ministro Pardo 

alega que no es 
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directo entre el 

artículo y su 

argumento, pero se 

entiende que busca 

eliminar la 

aplicación del 

Código Penal para 

determinar si existe 

el tipo. 

correcto referirnos a 

usura cuando no se 

hace referencia a esa 

figura en el Código 

de Comercio. 

A.D.R. 

2441/2014 

1 y 4: La quejosa 

alega que en virtud 

de las circunstancias 

físicas de la casa que 

adquirió en el 

programa “Tu Casa” 

no se cumple el 

supuesto de vivienda 

digna por 

inseguridad. 

El ministro Pardo 

reconoce que no 

basta con una 

infraestructura 

básica para tener 

una vivienda digna, 

sino debe tener 

todos los elementos 

contenidos en el 

derecho, entre ellos 

el de seguridad. 

A.D.R. 

2536/2014 

1, 133 de la CPEUM 

y 21.3 de la CADH: 

El quejoso 

argumentó que el 

El ministro Pardo 

alega que, al no 

combatir las 

consideraciones del 
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artículo 78 del 

Código de Comercio 

violenta estos 

artículos porque no 

impone una 

limitante a la usura. 

tribunal colegiado, 

son improcedentes y 

se desechan. 

A.D.R. 

4793/2014 

4 de la CPEUM y 

11.1 del PIDESC: el 

quejoso alega que 

para que, 

efectivamente, se 

cumpla con el 

derecho a una 

vivienda digna, ésta 

debe estar dentro de 

un marco de precios 

accesible.  

El ministro Pardo 

afirma que, aunque, 

efectivamente, el 

precio razonable es 

parte del contenido 

del derecho, éste no 

puede ser oponible a 

privados. 

A.D.R. 

5456/2014 

1 y 4: La quejosa 

alega que el derecho 

a la vivienda no se 

limita a acciones del 

estado y debe de 

inmiscuirse en todas 

las relaciones por el 

El ministro Pardo 

argumenta que el 

derecho a la 

vivienda no es 

vulnerado mediante 

la acción plenaria 

porque esta protege 
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principio de 

universalidad 

a quien posea un 

mejor derecho. 

A.D.R. 

1797/2016 

1 de la CPEUM y 

21.3 de la CADH: 

solo los menciona, 

pero no los vincula a 

un argumento. 

El M. Pardo 

concluye que no se 

cumplen los 

requisitos de 

procedibilidad. 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

Con base en lo anterior, podemos apreciar que hay un cambio 

sustancial en los razonamientos del Ministro Jorge Mario 

Pardo Rebolledo —en relación con los ministros previamente 

analizados. El ministro Pardo analizó los derechos del artículo 

4°, y fomentó su desarrollo dentro de la materia contractual, 

siendo el primero de los ministros analizados que lo hace. Por 

esta razón podemos afirmar que el que concierne a aspectos 

referentes a vivienda, realiza activismo judicial encausado a 

incrementar el contenido normativo del derecho, a pesar de 

tener una actitud de auto limitación en cuanto los demás. 

Ministra ponente Norma Lucía Piña Hernández 

MINISTRA PIÑA 

Amparo Directo 
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Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

1 0 1 

Secretarios proyectistas 

• Daniel Álvarez Toledo 

Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución  

44/2014 14, 16 y 17 Niega el amparo  

Amparo Directo en Revisión 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

5 4 1 

Secretarios proyectistas 

• Luis Mauricio Rangel Arguelles 

• Abraham Pedraza Rodríguez 

•  Monserrat Cappiello Valadez 

• Eduardo Aranda Martínez 

Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución 

395/2015 4 y 16 de la 

CPEUM, 29 de 

la CADH y 5 del 

Desecha el 

recurso 
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Pacto de San 

José 

2073/2015 21.3 de la CADH Desecha el 

recurso 

2849 relacionado 

con 2850 

ambos/2015 

14, 16, 115, 117, 

116 y 134 de la 

CPEUM 

Desecha el 

recurso 

1985/2016 1, 4, 8, 14, 16 y 

17 de la CPEUM 

Desecha el 

recurso 

2358/2016 1 de la CPEUM 

y 21.3 de la 

CADH 

Desecha el 

recurso 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

Respecto del fondo de los asuntos se resolvió lo siguiente: 

Expediente  Derecho 

argumentado 

Argumentos de la 

corte 

A.D.R.  

395/2015 

4°: El tribunal hace 

una interpretación 

de ese artículo a 

pesar de no formar 

parte del fallo por 

citarlo 

La M. Piña argumenta 

que no es procedente 

porque no se adecua 

con lo expuesto por el 

tribunal. 
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A.D.R. 

2073/2015 

21.3: no fue 

analizada en la 

sentencia 

Fue presentada 

extemporáneamente y 

desechada. 

1985/2016 1 y 4°: el quejoso 

argumenta que por 

tratarse de su 

patrimonio familiar 

era de orden 

público y operaba 

la suplencia de la 

queja a su favor. 

La M. Piña alega que 

no se cumplen los 

requisitos de 

procedibilidad. 

2358/2016 1, 21.3: La quejosa 

argumenta que el 

pago de la pena 

convencional 

constituye un 

supuesto de usura. 

La M. Piña argumenta 

que al existir 

jurisprudencia no 

cumple con los 

requisitos de 

procedibilidad y 

desecha el recurso. 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

Las decisiones de la ministra Piña son, al igual que las de la 

Ministra Cordero, un ejercicio de moderación judicial: no 

existe desarrollo de los derechos en materia contractual dentro 

de sus sentencias; de la misma manera, no existen un gran 
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desarrollo por parte de los litigantes para hacer exigible los 

derechos. 

Ministro ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 

MINISTRO ZALDÍVAR 

Amparo Directo 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

1 1  

Secretarios proyectistas 

• Gustavo Naranjo Espinosa 

Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución  

13/2011 14 y 16 Ampara  

Amparo Directo en Revisión 

Total de casos 

analizados 

Civil Mercantil 

11 8 3 

Secretarios proyectistas 

• Ana María Ibarra Olguín  

• Mario Gerardo Avante Juárez  

• Arturo Guerrero Zazueta 

• Jackqueline Sáenz Andujo  
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Número de 

expediente 

Derechos 

invocados 

Resolución 

1380/2012 1, 14, 16 y 17 Desecha el 

recurso 

2436/2012 1, 5, 103, 104, 

105, 107 y 133 

de la CPEUM, 2, 

3, 5, 14, 16 y 26 

del Pacto de San 

José 

Desecha el 

recurso 

2534/2014 1, 14, 16, 29 y 

133 con los 

demás relativos 

de la CPEUM 

Ampara 

3388/2014 4 Desecha el 

recurso 

6055/2014 1, 14, 16 y 17 de 

la CPEUM, 8,21, 

y 29 de la CADH 

Ampara 

74/2015 1 y 14 Niega el amparo 

2056/2015 21.3 de la CADH Desecha el 

recurso 
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4452/2015 17 de la CPEUM 

y 21.3 , 25 de la 

CADH 

Desecha el 

recurso 

5561/2015 21 de la CADH Niega el amparo 

6393/2015 14, 16 y 17 de la 

CPEUM, 8, 21.3 

y 29 de la CADH 

Desecha el 

recurso 

1987/2016 6 de la CPEUM 

26 de la CADH y 

30, 47 de la OEA 

Desecha el 

recurso 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

Para concluir esta sección, analizaremos los argumentos 

respecto al fondo de los asuntos del último ministro objeto de 

estudio. 

Expediente  Derecho 

argumentado 

Argumentos de la 

corte 

A.D.R. 

1380/2012 

1°: solo es invocado 

pero no es invocado a 

un argumento. 

El M. Zaldivar 

declara 

improcedente el 

recurso por tratarse 

de temas de mera 

legalidad. 
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A.D.R. 

2436/2012 

La violación de los 

artículos citados 

consiste únicamente 

en que no fueron 

analizados 

contraviniendo la 

Ley de Amparo. 

El M. Zaldivar 

argumenta que no 

se actualiza los 

requisitos de 

procedibildiad en 

razón de que existe 

tesis 

jurisprudencial que 

no es necesario 

responder 

conceptos de 

violación 

inoperantes. 

A.D.R. 

2534/2014 

1, 14, 16, 29 y 133 

con los demás 

relativos de la 

CPEUM 

El M. Zaldivar 

decide suplir la 

queja del quejoso 

en virtud de que la 

ejecución del 

contrato de 

prestación de 

servicios afectaría 

los derechos de un 

menor. En el fondo 

se amparo a la 
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quejosa, ya que no 

era posible exigir 

un pago a cargo de 

lo ganado en un 

juicio de alimentos 

A.D.R. 

3388/2014 

4°: el quejoso 

argumenta que dar 

validez al contrato de 

compraventa de una 

cosa terriblemente 

hecha atenta contra 

su derecho de 

vivienda digna. 

El M. Zalvidar 

declara que no se 

cumplen con los 

requisitos de 

trascendencia e 

importancia y 

decide desechar el 

recurso. 

A.D.R. 

6055/2014 

1, 21,3: El quejoso 

argumenta que el 

tribunal realizo una 

interpretación directa 

de estos artículos y 

que su actuar no 

constituía un 

supuesto de usura. 

El M. Zaldivar 

argumenta que no 

se cae en un 

supuesto de usura 

ya que este solo 

existe en el 

contrato de mutuo. 

A.D.R. 

74/2015 

1, 14: La quejosa no 

hace un argumento 

de derechos humanos 

El M. Zaldivar 

razona que por 

tratarse de asuntos 
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sino solamente de 

legalidad. 

de mera legalidad 

se desecha el 

recurso 

A.D.R. 

2056/2015 

21.3: En el agravio el 

quejoso argumenta 

que se constituye un 

caso de usura en su 

contra 

El M. Zaldivar 

declara que no 

cumple con los 

requisitos de 

procedencia. 

Fuente: Elaboración propia con base en información del sistema de 

búsqueda temática de la SCJN 

Solamente en casos excepcionales el ministro Zaldívar, 

normalmente opera bajo una lógica de activismo judicial para 

expandir la interpretación de los derechos. Por regla general, 

actúa con moderación. 
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CAPÍTULO III 

LA SUPREMA CORTE DESPUÉS DE LA REFORMA 

Como se puede apreciar del apartado anterior, cada ministro 

ha actuado de manera diferente después de la reforma de 2011: 

algunos realizan activismo judicial en determinados temas, 

mientras que otros han restringido su análisis.  

Sin embargo, la actitud en lo particular de cada ministro no es 

lo único que se puede concluir de la información que se 

recopiló en el presente trabajo. En ese sentido, en este capítulo 

se presentarán los hallazgos que se pueden derivar del análisis 

en conjunto de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

1. Implementación y evolución de los argumentos de 

derechos humanos a raíz de la reforma 

constitucional 

Como se había sugerido en el capítulo I del presente trabajo, 

el cambio conceptual de garantías individuales a derechos 

humanos representó mucho más que un simple cambio de 

narrativa.  

Al respecto, la información proporcionada por las sentencias 

analizadas parece reflejar que los argumentos de los litigantes, 

al menos por como son descritos en las sentencias, han 

evolucionado en distintas etapas.   

En la primera etapa, la mayoría de los litigantes no habían 

reconocido las implicaciones que tenía la reforma 
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constitucional. En consecuencia, los argumentos que 

elaboraban se limitaban a temas de mera legalidad e invocando 

únicamente los artículos 14 y 16 constitucionales. 

Para este trabajo, la primera etapa consiste en los casos 

presentados en la Suprema Corte de Justicia de la Nación entre 

los años 2011-2013. Al respecto, de los 23 casos que se 

presentaron en estos años 12 únicamente habían presentado 

agravios vinculados a los artículos 14, 16 y excepcionalmente 

17.  

Asimismo, es destacable que durante el año 2013 tres de los 

siete casos presentados empezaron a hacer mención de otros 

artículos sin vincularlos a agravios específicos, señalando una 

especie de etapa intermedia. 

Durante esta etapa intermedia, aunque los litigantes 

reconocían la importancia de la reforma en materia de 

derechos humanos y, por lo tanto, intentaron plantear sus 

asuntos en esto términos, estos se limitaban a la mera mención 

de artículos constitucionales o convencionales. 

En este sentido, de los sesenta y un casos analizados en total, 

trece solamente hicieron mención de artículos relacionados 

con derechos humanos sin vincularlo a un argumento. 
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En la tercera etapa, los litigantes vinculaban directamente 

artículos constitucionales o convencionales con agravios en 

específico. 

Así, de los treinta y ocho casos analizados que se presentaron 

de 2014 en adelante, veintinueve contenían argumentos 

vinculados a un derecho humano. 

Es necesario destacar que lo que en este trabajo se conoce 

como etapas únicamente refleja la mayoría de los argumentos 

presentados, esto no significa que no existieran argumentos 

vinculados con derechos humanos en 2012 o que no hubiese 

temas de mera legalidad en 2016, sin embargo, clasificarlas 

como etapas permite evidenciar un cambio que se ha 

presentado entre los litigantes. 

2. Elementos que utiliza la Suprema Corte para 

analizar los argumentos basados en derechos 

humanos 

En el apartado anterior se pudo visualizar como la reforma en 

materia de derechos humanos ha tenido un efecto claro en la 

argumentación de los litigantes cuando presentan un agravio 

relacionado con derechos humanos. 

Sin embargo, esta diferencia no se refleja de manera tan clara 

en la argumentación que ha presentado la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación.  
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A fin de demostrar lo anterior, se analizarán de manera 

concreta los criterios que ha sostenido en relación a dos 

derechos en particular: el derecho a la vivienda contenido el 

artículo 4° constitucional y la prohibición de la explotación del 

hombre por el hombre contenido en el artículo 21.3 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos.  

La razón por la que hemos seleccionado estos dos derechos 

consiste en que el derecho a la vivienda (normalmente no 

relacionado con asuntos contractuales entre particulares) y la 

prohibición de la explotación del hombre por el hombre (del 

cuál es posible derivar un vinculo con la materia contractual 

de una manera más natural) es porque el contraste entre estos 

dos derechos con tan poca relación entre sí permitirá 

ejemplificar la ausencia de criterios para analizar argumentos 

basados en derechos humanos. 

Derecho a la vivienda 

De los casos que se han analizado en este trabajo existen seis 

que tratan directamente al derecho a la vivienda34, todos estos 

casos se presentaron en Amparo Directo en Revisión: tres de 

ellos presentados por el Ministro Pardo, dos de ellos 

 
34  Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo Directo en Revisión 

2441/2014, Amparo Directo en Revisión 3398/2014, Amparo Directo en 

Revisión 4793/2014, Amparo Directo en Revisión 5456/2014, Amparo 

Directo en Revisión 395/2015 y Amparo Directo en Revisión 1985/2015. 
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presentados por la Ministra Piña y uno por el Ministro 

Zaldivar.  

Ahora bien, los casos presentados por la Ministra Piña35 y el 

Ministro Zaldivar36 comparten una argumentación similar al 

resolver los casos con argumentos procesales, esencialmente 

que los casos presentados no declaraban la 

inconstitucionalidad de una norma o interpretaba de manera 

directa un artículo constitucional. 

Por ejemplo, en el ADR 3388/2014 la primera sala decidió 

desechar el recurso, ya que el hecho de que el juzgado federal 

considerara infundado el agravio consistente en que un crédito 

hipotecaria afecta el derecho a la vivienda no representa un 

tema de constitucionalidad.  

Por su parte, los asuntos presentados por el Ministro Pardo 

comparten la característica de que se analizaron en el fondo el 

derecho a la vivienda. 

Por ejemplo, en el ADR 2441/2014 la primera sala consideró 

se realizaba una interpretación directa del artículo 4° cuando 

el juzgado federal calificó de infundado el agravio de la 

quejosa consistente en que no se podía cumplir una clausula 

 
35 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo Directo en Revisión 

1395/2015 y Amparo Directo en Revisión 1985/2016. 
36 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo Directo en Revisión 

3388/2014. 
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contractual de habitar una casa en tres meses, ya que esta era 

demasiada insegura para ser considerada una vivienda digna. 

Independientemente de que se coincida o no con el resultado 

de estos casos, lo relevante consiste en que en ambos casos la 

primera sala como órgano colegiado fue omisa en realizar una 

justificación al analizar o dejar de analizar los argumentos 

basados en derechos humanos.  

Lo anterior cobra mayor relevancia cuando se considera que, 

aunque únicamente los casos presentados por el Ministro 

fueron analizados en el fondo, todos los asuntos fueron 

aprobados por unanimidad. 

Así, aunque se esperaría que la primera sala se viera en la 

necesidad de realizar una argumentación reforzada para 

justificar el análisis del derecho a la vivienda, especialmente 

considerando cuando desecha asuntos similares sin mayor 

discusión, esta no evidencia ningún criterio que le permita a 

los justiciables predecir en que situaciones se analizaran sus 

argumentos y en cuales sencillamente se desecharan. 

Prohibición de la explotación del hombre por el hombre 

Contrario a lo observado en el derecho a la vivienda, la primera 

sala ha resuelto los asuntos relacionados con el artículo 21.3 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos con un 

cierto grado de homogeneidad. 
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Así, en los diez casos donde se ha invocado la prohibición de 

la explotación del hombre por el hombre37 en ocho se han 

desechado y solamente se han pronunciado sobre el fondo de 

la controversia38. 

Al respecto, en los dos asuntos donde se analizó el fondo de 

las controversias se llegaron a conclusiones similares: la figura 

de usura no se puede extender, ya que esta no existe en el 

código de comercio y solo se puede presentar en el contrato de 

mutuo. 

Este resultado es interesante, ya que pareciera que la 

prohibición de la explotación del hombre por el hombre sería 

una de las disposiciones normativas que se podrían vincular a 

la materia contractual con mayor facilidad. Sin embargo, las 

decisiones de la primera sala (aprobadas por unanimidad) 

parecen reflejar que no se tiene la intensión de extender esta 

disposición normativa. 

 
37 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo Directo en Revisión 

1048/2013, Amparo Directo en Revisión 2536/2014, Amparo Directo en 

Revisión 6055/2014, Amparo Directo en Revisión 2056/2015, Amparo 

Directo en Revisión 532/2015, Amparo Directo en Revisión 1636/2015, 

Amparo Directo en Revisión 777/2016, Amparo Directo en Revisión 

1797/2016, Amparo Directo en Revisión 2169/2016 y Amparo Directo en 

Revisión 2358/2016. 
38 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo Directo en Revisión 

1048/2013 y Amparo Directo en Revisión 6055/2014. 
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No obstante lo anterior, al igual que el caso anterior, no se 

ofrece un criterio claro para determinar que elementos se 

deben de considerar al conocer de los argumentos basados en 

derechos humanos. 

Partiendo de los supuestos que se han analizado, es posible 

concluir que la primera sala no tiene un criterio definido para 

determinar que elementos a considerar al realizar un análisis 

de argumentos basados en derechos humanos. 

3. Dos casos similares; dos resultados diferentes 

Con el fin de ejemplificar la conclusión se expondrán dos 

casos representativos de la situación: el Amparo Directo en 

Revisión 1048/2013 y el Amparo Directo en Revisión 

2537/2014, ambos elaborados por   la ponencia del Ministro 

Pardo Rebolledo. 

Amparo Directo en Revisión 1048/2013 

En el presente ADR, a manera de resumen, la quejosa 

argumentó que el artículo 362 del Código de Comercio era 

inconvencional por violentar el artículo 21.3 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, al no contemplar un 

límite a los intereses establecidos en los contratos. Sobre ello, 

el Tribunal Colegiado de Circuito determinó que el concepto 

de violación era infundado ya que, en el caso concreto, no se 

actualizaba el requisito del diez por ciento de interés, 
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contemplado en el código penal de la entidad. Ante ello, como 

agravio único, el quejoso expresó lo siguiente. 

➢ Que el Órgano Colegiado al establecer que la 

quejosa debe remitirse a un catálogo de normas 

de diferente materia a la mercantil (Código Penal 

del Estado) para entender lo que la ley establece 

como usura, provoca inseguridad jurídica, pues 

de la revisión a los 1480 artículos que componen 

el Código de Comercio, no se advierte remisión 

al artículo 211, segundo párrafo, del Código 

Penal del Estado. 

➢ Que si bien el artículo 211, segundo párrafo, del 

Código Penal del Estado, define la figura de la 

usura, lo hace con el fin de tipificar una conducta 

y, en su caso, sancionarla; sin embargo, la 

intención de la quejosa es nulificar la cláusula 

contractual que contiene la usura por ser ilícita, 

ya que mientras la materia penal es sancionadora 

de la conducta por corresponder al estado la 

tutela del bien jurídico denominado seguridad 

económica del gobernado, la materia civil regula 

la conducta entre particulares para que este 

ajustada a derecho y en caso de no estarlo 

declarar la nulidad. 

➢ Que lo estipulado por las partes, en cualquier 

forma que haya sido establecido, debe ser 

llevado a efecto, ello es siempre y cuando no 

hayan sobrevenido causas que modifiquen 

sustancialmente lo convenido, de tal manera que 

de haberlas conocido no se hubieran pactado.  
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Al momento de determinar la procedencia del recurso, 

en cuanto a la importancia y trascendencia, el Alto Tribunal 

razonó lo siguiente: 

El recurso de mérito sí cumple con los 

requisitos antes aludidos, en virtud de que se interpuso 

oportunamente; además, se estima de importancia y 

trascendencia, toda vez que en sus conceptos de 

violación de su demanda de garantías planteó la 

inconstitucionalidad del artículo 362 del Código de 

Comercio; lo anterior, con independencia de los 

planteamientos de convencionalidad que se hizo valer 

en sus conceptos de violación. 

 

En este caso específico —a pesar de que el quejoso no 

menciona en su agravio la inconstitucionalidad del artículo 

362 del Código de Comercio— la SCJN decide interpretar que 

la litis versa sobre este artículo, independientemente de lo 

estipulado en la demanda y, por esto, cumple con el requisito 

de importancia y trascendencia. 

Amparo Directo en Revisión 2537/2014 

El presente ADR fue un caso con un supuesto similar, pero con 

resultados diferentes. Aquí, la quejosa elaboró un contrato de 

crédito simple con la tercero interesada y, después de ser 

condenada en apelación recurrió al amparo, alegando que el 

porcentaje de interés debería ser declarado inconstitucional 
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debido a que superaba, enormemente, el interés legal 

establecido por el artículo 362 del Código de Comercio.  

Los argumentos del Colegiado resaltaron el hecho de que 

invocar un artículo no basta para hacer un análisis exhaustivo 

de constitucionalidad, sino que es necesario vincularlo a 

argumentos concretos: sin este requisito, sostiene el Tribunal, 

solamente se puede llegar a un análisis de legalidad. Una vez 

realizado este análisis el Colegiado procedió a negar su 

amparo. 

En el recurso de revisión, la quejosa presenta el siguiente 

agravio. 

El artículo 78 del Código de Comercio, autoriza de 

forma inconstitucional el cobro exorbitante de tasas 

de interés y en ejercicio de la función de control de 

convencionalidad se debe conceder la protección de 

la justicia constitucional. 

 

La Corte, al analizar la procedencia del recurso, y con 

base en el ya mencionado Acuerdo General 5/1999, 

determinó que el recurso no cumplía con los requisitos 

de procedencia si los agravios son inoperantes. De esta 

manera, el Alto Tribunal estimó que los agravios no son 

operantes por las siguientes razones: 

Del Considerando Tercero, apartado III, de esta 

resolución, se advierte que el Tribunal Colegiado del 

conocimiento declaró inoperante el argumento en el 
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que la parte quejosa planteó la inconstitucionalidad del 

artículo 78, porque estimó que los quejosos únicamente 

se limitaron a tildar de inconstitucional el artículo 

mencionado, bajo el argumento de que contraviene lo 

dispuesto por los artículos 1 y 133 constitucionales sin 

que confrontaran el contenido del artículo con una 

norma fundamental de la constitución. Por lo que 

estimó que no existía un verdadero planteamiento de 

constitucionalidad, y abordó el asunto planteado 

respecto a los intereses usurarios desde un aspecto de 

legalidad. 

 

Consideraciones que no son combatidas ni desvirtuadas 

por la parte quejosa en su recurso de revisión, motivo 

por el cual sus agravios deben declararse inoperantes. 

 

En ambos casos, el ministro Pardo establece dos criterios; 

pero, no da ninguna razón de porqué, en ciertas ocasiones, 

emplea un método y por qué en otras no lo emplea. A pesar de 

que pudiera ser argumentable que el error solamente se 

encuentra en el ministro Pardo, al ser la votación por 

unanimidad en el primer caso y con una mayoría de cuatro en 

el segundo caso, al menos con un análisis superficial, los 

Ministros no discuten a profundidad la metodología que se 

emplea para resolver los casos que se le presentan, cayendo así 

en un grado de arbitrariedad. 
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Conclusión 

Derivado del análisis que se realizó de las sentencias que 

formaron parte de nuestro estudio es posible llegar a las 

siguientes conclusiones. 

En primer lugar, el cambio conceptual de garantías 

individuales a derechos humanos tuvo un importante impacto 

entre los litigantes, ya que incluso en una de las ramas menos 

asociadas al discurso de los derechos humanos, como lo es la 

materia contractual en derecho civil y mercantil, los litigantes 

adoptaron gradualmente este discurso para aumentar sus 

probabilidades de éxito.  

En segundo lugar, las autoridades jurisdiccionales no han sido 

establecidos criterios que les permitan a los justiciables 

predecir que elementos se tomaran en cuenta para analizar los 

argumentos basados en derechos humanos. 

Finalmente, existe un grado de arbitrariedad cuando las 

autoridades jurisdiccionales resuelven casos donde se plantea 

un problema jurídico similar y obtienen resultados diferentes. 

Este proceso no solamente afecta la certeza de los justiciables, 

sino la legitimidad de los argumentos que utilizan para llegar 

a esta conclusión. 



 

74 
 

Sin embargo, a pesar de que fue posible llegar a algunas 

conclusiones, el presente trabajo evidencia otras cuestiones 

que convendría analizar en futuras ocasiones. 

En este sentido, queda pendiente responder la pregunta de que 

motiva a los jueces de que solamente en determinados casos 

sean receptivos a los argumentos basados en derechos 

humanos. Porque existe un nivel tan alto de consenso en 

sentencias contradictorias.  

Dicho lo anterior, es necesario reconocer que este trabajo por 

sí solo no causa impacto en nuestra realidad social, sin 

embargo, nos demuestra en que apartados sería conveniente 

enfocar los esfuerzos para una propuesta de mejora. El 

siguiente paso es investigar que metodología podría subsanar 

estas deficiencias con el fin de que se formen y unifiquen 

criterios. 
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